ACTA n.° 03-2011

CONSEJO DIRECTIVO DE LA ESCUELA JUDICIAL, San Joaquín, a las ocho horas cuarenta y cinco minutos del 20 de julio del año dos mil once. Se inicia la presente sesión ordinaria con la asistencia de la  Mag. Ana Virginia Calzada Miranda, presidenta, quien preside; el Dr. Marvin Carvajal Pérez, director de la Escuela Judicial;  la Licda. Olga Fallas Ulloa, en representación de la de la Defensa Pública; la M.Sc. Mayela Pérez Delgado, en representación del Ministerio Público; el Dr. Juan Carlos Segura Solís, juez de Trabajo; el Dr. Rafael Ángel Sanabria Rojas, juez del Tribunal de Casación Penal; el M.Ba. Francisco Arroyo Meléndez, jefe de gestión Humana y la señora Aida Cristina Sinclair Myers, secretaria ejecutiva de la Escuela Judicial.  Invitados: Lic. Gustavo Céspedes Chinchilla, gestor de capacitación; Licda. Kattia Escalante Barboza, gestora de capacitación y la M.Sc. Marisol Barboza, profesional en métodos de enseñanza, Escuela Judicial; Licda. Rosa María Mora Castro, profesional en métodos de enseñanza, Unidad de Capacitación y Supervisión, Ministerio Público, Lic. Sergio González León, Supervisor de la Unidad Disciplinaria de la Defensa Pública: Ausentes: el Lic. Francisco Segura Montero, subdirector del Organismo de Investigación Judicial.
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ASUNTOS

1. Análisis de la  propuesta del REGLAMENTO DISCIPLINARIO DE LA ESCUELA JUDICIAL. Exposición a cargo del Lic. Gustavo Céspedes Chinchilla y Licda. Kattia Escalante Barboza, gestores de capacitación. (Al respecto, se anexa observación de la Defensa Pública y oficio del Lic. Gustavo Céspedes sobre resultado de la reunión del 07 de junio).

2. Almuerzo de los miembros del Consejo Directivo, con los funcionarios de la Escuela Judicial del Paraguay: Lic. Carmelo Mancuello,  administrador, Lic. Isabelino Galeano, coordinador académico, Abg. Lorena Morinigo vice-secretaría general, Abg. Nathalie Alvarez, secretaria general. 

3. Análisis de la propuesta del "ENFOQUE PEDAGÓGICO DE LAS ACTIVIDADES ACADÉMICAS DE LA ESCUELA JUDICIAL". Exposición a cargo de la M.S.c. Marisol Barboza  Rodríguez. (Se anexa versión final, luego de la reunión del 29 de junio con la Unidades y Jueces del C.D.)

4. Asuntos varios.
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ARTÍCULO I

El Lic. Gustavo Céspedes Chinchilla, abogado gestor de capacitación de la Escuela Judicial, en oficio No. EJ-ACAD-088-2011, del 22 de junio del 2011, suscrito Consejo Directivo de la Escuela Judicial, indica lo siguiente:

En atención a la tarea encomendada por este Consejo, relativa a la puesta en común -con las diferentes unidades de capacitación del Poder Judicial- de un proyecto de Reglamento Sancionatorio Académico, me permito comunicarle lo siguiente:

El día 07 de junio de 2011, me reuní en las instalaciones de la Defensa Pública con las siguientes personas que se laboran en las distintas unidades de capacitación del Poder Judicial:

Cheryl  Bolaños Madrigal

Unidad de Capacitación de Gestión Humana

Yamileth Jiménez Luna


Unidad de Capacitación de Gestión Humana

Mayela Pérez Delgado


Unidad de Capacitación del Ministerio Público

Yadira Brizuela Guadamuz

Unidad de Capacitación del Ministerio Público

Damaris Cruz Obregón


Unidad de Capacitación de la Defensa Pública

Olga Fallas Ulloa


Unidad de Capacitación de la Defensa Pública

Juan Carlos Morales Jiménez

Unidad de Capacitación de la Defensa Pública

Karla Solano Pérez


Defensa Pública

Dicha reunión inició con el análisis de los aspectos generales del citado proyecto de reglamento; en ese sentido se recogieron una serie de observaciones que me permito sintetizar de la siguiente manera:

Fundamentalmente, las personas representantes de la Defensa Pública y el Ministerio Público, indicaron una serie de objeciones a la aprobación de un reglamento sancionatorio académico, fundamentando su oposición de la manera siguiente:

Sobre la necesidad de establecer conductas específicas como posibles faltas:

Innecesario, pues existe la posibilidad de hacer referencia directa a la Ley Orgánica del Poder Judicial y demás cuerpo normativo que regula la función en el Poder Judicial 

Sobre la necesidad de un procedimiento específico para conocer este tipo de faltas:

Innecesario, pues existen mecanismos a lo interno de cada unidad  que permiten el trámite de las posibles faltas que se tipifican en el reglamento. Vgr: Inspección Fiscal

Oneroso, pues se resalta la necesidad de contar con mayor cantidad de recursos humanos y materiales para la tramitación de las posibles faltas.

Desnaturalizante de la labor propia de las unidades, pues distraería su atención a procesos formativos en el trámite de causas disciplinarias.

Sobre la legalidad de un Reglamento de esta naturaleza:

Pueden existir vicios de legalidad y competencia, al indicar que las unidades de capacitación conocerán temas de orden disciplinario e incluso acciones que pueden constituir tipos penales. Así como, al arrogarse funciones que le corresponden por ley a otras instancias creadas para conocer los temas disciplinarios en el Poder Judicial. Se teme que el establecimiento de una sanción a partir de este procedimiento pueda impedir que los órganos disciplinarios del Poder Judicial conozcan de los mismos asuntos.

En el caso de las representantes de la Unidad de Capacitación de Gestión Humana, consideran en términos generales que el presente proyecto se encuentra redactado en una forma amenazante, al hablar de sanciones e indicar, exclusivamente, la existencia de faltas sancionables. Consideran que el reglamento debe ser menos técnico en su redacción y hacer referencia a asuntos motivacionales de la capacitación.

No obstante, son del parecer que, al menos en su caso específico, necesitan algún mecanismo que les permita imponer consecuencias de orden académico para aquellas faltas que  afectan el desarrollo de las actividades que impulsan. Vgr: abandono de cursos y similares.

Las personas representantes de las tres unidades de capacitación, son contestes en indicar que este es un tema que debe resolverse a lo interno de cada instancia de capacitación del Poder Judicial,  y en este caso corresponderá a la Escuela Judicial y a la Unidad de Capacitación de Gestión Humana, proponer sus mecanismos, ya que consideran que tanto la Defensa Pública como el Ministerio Público cuentas con la estructura interna necesaria. 

En virtud de lo anteriormente informado, y dadas las consideraciones anotadas, no se procedió con el análisis del articulado propuesto en el proyecto respectivo, las personas que representaron en la reunión a cada una de las Unidades de Capacitación, consideraron que lo procedente sería que en el seno del Consejo Directivo de la Escuela Judicial, se resolviera lo que las personas integrantes consideraran procedente.
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El Dr. Marvin Carvajal Pérez manifestó que la Escuela Judicial como órgano del Poder Judicial, por la Ley de su creación, tiene a cargo la formación y capacitación de los servidores del Poder Judicial, según los  artículos:

Artículo 27.—El régimen disciplinario de la Escuela estará a cargo del Director, quien antes de resolver 
lo que corresponda, deberá oír personalmente al alumno. Los pronunciamientos a este respecto serán apelables para ante el Consejo Directivo, dentro del tercer día desde la comunicación por escrito.


La imposición de una sanción disciplinaria no afecta la relación laboral para con el Poder Judicial, pero será comunicada a la Corte Plena, a la Inspección Judicial o al Departamento de Personal, según corresponda, para que -si es del caso- se resuelva sobre la situación del alumno, como funcionario o empleado.

Artículo 28.—Las sanciones disciplinarias aplicables son:

a)
Advertencia o apercibimiento.

b)
Reprensión.

c)
Expulsión temporal de la escuela, la cual no podrá ser superior a un mes y conllevará la retención del salario como estudiante.

ch)
Expulsión definitiva.

Indica que dada a la rectoría en cuanto a la capacitación, que recae en la Escuela Judicial en lo relativo a la formulación y el seguimiento de las políticas de formación y capacitación en el Poder Judicial, estima de suma importancia contar con un “REGLAMENTO SANCIONATORIO ACADÉMICO DEL PODER JUDICIAL”. 

Los representantes de la Defensa Pública  Licda. Olga Fallas Ulloa, Lic. Sergio González León, supervisor disciplinario de la Defensa Pública y Licda. Mayela Pérez Delgado del Ministerio Público manifestaron su objeción en cuanto a la aprobación de un reglamento sancionatorio académico, porque consideran que no representa una herramienta necesaria para las Unidades de Capacitación del Ministerio Público y de la Defensa Pública, porque sus funciones son distintas las de la Escuela Judicial. Manifestaron que cuentan con la Inspección Fiscal y con la Unidad de Supervisión Disciplinaria respectivamente, los cuales conocen de las de faltas cometidas.

El Dr. Carvajal reiteró sobre la necesidad de contar con un REGLAMENTO SANCIONATORIO ACADÉMICO DEL PODER JUDICIAL en virtud de la labor rectora dada por Ley.  Por consiguiente, sometió a consideración de las personas presentes, la aprobación o desaprobación de la creación por parte de la Escuela Judicial de un  “REGLAMENTO SANCIONATORIO ACADÉMICO DEL PODER JUDICIAL”. 

Recibida la votación correspondiente, por mayoría de cuatro votos, se acordó: Acoger la creación por parte de la Escuela Judicial de un REGLAMENTO SANCIONATORIO ACADÉMICO DEL PODER JUDICIAL Así votaron la Mag. Ana Virginia Calzada Miranda, el Dr. Marvin Carvajal Pérez, el Dr. Juan Carlos Segura Solís y el Dr. Rafael Ángel Sanabria Rojas. Votaron en contra las representantes del Ministerio Público, M.Sc. Mayela Pérez Delgado y de la Defensa Pública, Licda. Olga Fallas Ulloa.
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SE ACUERDA: Aprobar la elaboración de un proyecto por parte de la Escuela Judicial de un REGLAMENTO SANCIONATORIO ACADÉMICO DEL PODER JUDICIAL, por lo tanto, se continará con el análisis de los articulos para su aprobación y posterior remisión al conocimiento de la Corte Plena.  ACUERDO FIRME.
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ARTÍCULO II

Se sometió a consideración el siguiente documento, cuya presentación estaba a cargo del Lic. Gustavo Céspedes Chinchilla, gestor de capacitación de la Escuela Judicial en cuanto al reglamento sancionatoria y a cargode la Licda. Kattia Escalante Barboza:

REGLAMENTO SANCIONATORIO ACADÉMICO DEL PODER JUDICIAL

Artículo 1. Objetivo y fines

Con base en lo que disponen los artículos 27 y 28 de la Ley de Creación de la Escuela Judicial, el presente reglamento regula la relación de orden sancionatorio de corte académico existente entre las personas participantes y la Escuela Judicial. Su finalidad es investigar la posible comisión de faltas académicas e imposición de sanciones, sin perjuicio de los procedimientos disciplinarios, penales o de otra naturaleza que eventualmente podrían originarse con fundamento en las mismas actuaciones.

De las faltas

Artículo 2. Tipos de Faltas

Las faltas académicas en que incurran las personas participantes a las actividades de la Escuela Judicial o de las unidades de capacitación, se clasificarán en: leves, graves y muy graves.

Artículo 3. Faltas Leves

Se consideran faltas académicas leves:

a) Perturbar la tranquilidad o el normal desarrollo de las actividades académicas o de las pruebas evaluativas.

b) Ausentarse injustificadamente de una actividad académica o prueba evaluativa, una vez iniciada la misma.

c) Desobedecer las directrices de uso y aseo de las aulas e instalaciones que utilice la Escuela Judicial o las unidades de capacitación.

Artículo 4. Faltas Graves

Se consideran faltas académicas graves:

a) Abandonar definitivamente, o no presentarse desde su inicio, sin justificación válida, ni autorización de la Dirección de la Escuela Judicial, jefatura de la unidad de capacitación correspondiente o Consejo Superior, la actividad académica en la que haya sido aprobada su participación por el órgano correspondiente. El Consejo Directivo podrá determinar las actividades académicas en las cuales no aplicará el presente inciso.

b) Abandonar definitivamente, o no presentarse desde su inicio, sin justificación válida, ni autorización de la Dirección de la Escuela Judicial, jefatura de la unidad de capacitación correspondiente o Consejo Superior; la actividad académica en la que haya sido incluido de oficio.

c) Observar una conducta contraria a las disposiciones éticas establecidas por el Poder Judicial,  durante la realización de una actividad académica o prueba evaluativa  organizada por la Escuela Judicial o las Unidades de Capacitación.

d) Utilizar los recursos materiales o tecnológicos de la Escuela Judicial o de las unidades de capacitación para fines ajenos a los académicos o de investigación.

Artículo 5. Faltas Gravísimas

Se consideran faltas académicas gravísimas:

a) Presentarse a la realización de una actividad académica o prueba evaluativa bajo los efectos de drogas no autorizadas, estupefacientes o bebidas alcohólicas.

b) Agredir, irrespetar, insultar o amenazar de palabra o de hecho a una persona participante, docente o funcionaria de la Escuela Judicial o de las unidades de capacitación en relación con una actividad académica.

c) Cometer o facilitar la comisión de fraude en pruebas de evaluación, presentación de tareas e informes de investigación en actividades académicas de la Escuela Judicial o de las unidades de capacitación, en beneficio propio o de otras personas participantes. 

d) Utilizar algún método fraudulento con el objeto de alterar una calificación o  de cualquier otra forma, obtener un beneficio académico ilegitimo.

e) Sustraer fórmulas o cuestionarios de exámenes, así como notas o calificaciones.

De las sanciones

Artículo 6. Naturaleza de la Sanción

La imposición de una sanción académica no afecta la relación estatutaria de la persona sancionada con el Poder Judicial, sin perjuicio de que pueda ser comunicada a los órganos disciplinarios y administrativos correspondientes, para lo que corresponda.

Artículo 7. Tipos de sanciones

Las faltas serán sancionadas según la gravedad del hecho con las siguientes medidas:

a) Las faltas leves con advertencia verbal o amonestación escrita. 

b) Las faltas graves con una sanción que consista en la amonestación escrita o exclusión temporal de las actividades de la Escuela Judicial o Unidades de Capacitación de uno a seis meses, con excepción de la conducta descrita en el inciso a) de artículo 4 de este reglamento, la cual será sancionada con suspensión de un mes a dos años de exclusión de las actividades académicas de la Escuela Judicial y las Unidades de Capacitación.

c) Las faltas gravísimas se sancionarán con exclusión temporal de las actividades académicas de la Escuela o de las unidades de capacitación de seis meses a dos años, y la pérdida de las actividades académicas que estuviere cursando al momento de comisión de los hechos sancionados.

En todos los casos, una copia de la resolución final quedará en el expediente de la actividad y otra se remitirá a los órganos disciplinarios y administrativos correspondientes, para lo que corresponda. La aplicación de las suspensiones previstas en este artículo, no impedirán a la autoridad competente convocar de oficio a la persona sancionada en caso de necesidad institucional.

Del procedimiento

Artículo 8. Interposición de denuncias

Cualquier persona que tenga conocimiento de que ha sido cometida una falta académica, podrá interponer denuncia verbal o escrita y ofrecer las pruebas correspondientes, si las tuviese, a la Dirección de la Escuela Judicial o a las jefaturas de las unidades de capacitación. En el caso de las personas servidoras de la Escuela Judicial y de las unidades de capacitación tendrán el deber de denunciar. La investigación podrá iniciarse de oficio.

Artículo 9: Del procedimiento

La investigación de la comisión de faltas leves, se tramitará por la vía sumaria prevista en los artículos comprendidos entre el 320 y el 326 de la Ley General de la Administración Pública. En todos los casos se dará la oportunidad a la persona investigada de ser escuchada personalmente antes del dictado de la decisión del Órgano Director.

La investigación de la comisión de las faltas graves y muy graves, se realizará mediante el procedimiento ordinario establecido en el presente reglamento. 

Artículo 10. Órgano Director del Procedimiento

El órgano director del procedimiento de investigación estará constituido por el Director o Directora de la Escuela Judicial o el coordinador o coordinadora de la Unidad de capacitación respectiva, quienes podrán delegar dicha función según lo establecido en la Ley General de la Administración Pública

Artículo 11. Procedimiento Ordinario

Corresponderá al Órgano Director, una vez que ha tenido conocimiento de la existencia de una denuncia, nombrar en un plazo máximo de 3 días hábiles, un órgano instructor, responsable de realizar la investigación objetiva de los hechos denunciados y presentar un informe de la misma donde solicite la realización de una audiencia oral ante el órgano director o bien la desestimación del asunto.

Artículo 12. Desarrollo de la investigación

En el mismo acto que da inicio al procedimiento, se nombrará el órgano instructor correspondiente; dicho acto deberá ser comunicado a la persona investigada

En el acto inicial se le indicará, a la persona investigada, el carácter y fines del procedimiento, la falta que se le atribuye y su sustento normativo, la oportunidad de ofrecer toda la prueba y plantear los argumentos pertinentes, antes o en el momento de la comparecencia oral, así como la posibilidad de hacerse representar y asesorar por un abogado o abogada.

Se le apercibirá de la necesidad de señalar medio electrónico para recibir las comunicaciones correspondientes en el término de tres días hábiles a partir de la recepción de la comunicación que inicia el procedimiento. Caso contrario se tendrán por notificadas las resoluciones veinticuatro horas después de su emisión.

La investigación constará de la recopilación de la prueba documental requerida, así como de las entrevistas a las personas testigos de los hechos. De dichas entrevistas se dejará constancia mediante un acta somera. El plazo de la investigación será de 15 días hábiles, siendo prorrogable, mediante solicitud fundada ante el órgano director, 5 días hábiles más.

Durante esta fase, el órgano instructor, solicitará, de ser necesario, un informe de los hechos a la persona responsable de la gestión de la actividad académica, a la persona docente o a la persona especialista en educación, donde se encuentra participando la persona investigada.

Finalizada la fase de investigación, y de previo a la presentación del informe final, el órgano instructor le concederá un plazo de 3 días hábiles a la persona investigada, a efectos de que realice los pronunciamientos que considere oportunos u ofrezca la prueba de descargo pertinente.

Artículo 13. Señalamiento de audiencia

Presentado el informe de instrucción, en el plazo de diez días hábiles, en caso de no proceder la  desestimación del asunto, el órgano director citará a una comparecencia oral y privada. En dicha notificación realizará referencia a la causa que se investiga y ordenará la comparecencia de los testigos de cargo y descargo.

Artículo 14. Acceso al legajo Administrativo

Previa la realización de la audiencia oral, y a efectos de que la persona investigada pueda preparar su defensa, tendrá libre acceso a la información y los antecedentes administrativos vinculados con la cuestión de que se trate y que se refieran a su situación particular.

Artículo 15. Audiencia Oral

La comparecencia oral se desarrollará, preferiblemente, en un solo acto; no obstante, si su complejidad lo requiere, podrá realizarse en diferentes momentos, siempre y cuando dichos actos no se distancien mas de 3 días hábiles uno de otro.

En la audiencia oral, en presencia de la persona investigada, el órgano instructor informará de viva voz al órgano director, de los hechos que se investigaron.

Se procederá a recibir o incorporar toda la prueba testimonial, pericial, confesional, documental y material. Primeramente se procederá con la prueba de cargo, y posteriormente con la de descargo.

Finalmente se escuchará a la persona investigada y a su abogado o abogada, si lo tuviere.

En el caso de los informes o denuncias escritas, se procurará recibir la información de manera verbal, en caso de imposibilidad se procederá a incorporar los referidos elementos documentales en audiencia.

Sin embargo, podrán realizarse antes de la audiencia las inspecciones oculares y periciales que se estimen pertinentes, siempre y cuando su ejecución sea comunicada con tres días de antelación al afectado, quien tendrá derecho a hacerse presente con su abogado o abogada.

Artículo 16. Resolución Final

Terminada la comparencia el órgano director del procedimiento deberá mediante acto fundado, dictar la resolución final de manera oral en la misma audiencia. En los casos que, por su complejidad, a criterio del órgano director del procedimiento, deba realizarse un mayor análisis de los elementos probatorios, contará con el plazo de tres días hábiles. En estos casos, fijará hora y fecha para el dictado de la resolución.

Las partes podrán solicitar al órgano director el dictado de una resolución escrita, quien resolverá en el acto acerca de dicha solicitud. Esta resolución no tendrá recurso alguno.

Artículo 17. Incomparecencia

Si la persona investigada no se presenta sin ofrecer una justificación válida, a la audiencia debidamente señalada y notificada; el órgano director analizará la información que presente el órgano instructor y dictará la resolución correspondiente.

Artículo 18. Documentación de la audiencia.

La audiencia se documentará mediante la grabación de vídeo. En aquellos casos donde no resulte factible, se realizará mediante grabación únicamente de audio. Solamente en casos excepcionales, debido a imposibilidades de corte material, la documentación de la audiencia se realizará por medio de un acta escrita.

El dictado oral y fundamentado de la resolución final, debidamente documentada, sustituye en todos sus efectos la necesidad de una resolución escrita.

Artículo 19. Duración del Procedimiento

El procedimiento de investigación de faltas académicas deberá concluirse por resolución final, del órgano director, en el plazo ordenatorio de los 60 días hábiles posteriores a su iniciación.

De los recursos

Artículo 20. Recursos de Revocatoria y Apelación

En la comunicación oral o escrita de la resolución final a la persona investigada, se le indicará el derecho de recurrir contra esa disposición mediante los recursos ordinarios de revocatoria y apelación. 

Artículo 21. Plazo de interposición de los recursos

Los recursos ordinarios deberán interponerse dentro del término de tres días hábiles a partir de la comunicación de la resolución final a la persona investigada. Deberán ser debidamente sustentados y ofrecer la prueba respectiva en caso de ser necesario.

Artículo 22. Resolución de recursos

El recurso de revocatoria se interpondrá ante el órgano director del procedimiento, quien deberá resolverlo dentro de los cinco días hábiles posteriores a su interposición.

En el caso del recurso de apelación, el órgano director del procedimiento se limitará a emplazar al recurrente ante el Consejo Directivo de la Escuela Judicial y remitirá la documentación correspondiente, el cuál de manera colegiada resolverá en un plazo no mayor de treinta días hábiles. 

considerarse pertinente.

Sobre la conciliación

Artículo…: Aplicación del proceso conciliatorio. El proceso conciliatorio como medio alternativo para la resolución de controversias es aplicable en los hechos objeto del régimen sancionatorio académico. En estos supuestos las personas involucradas podrán solicitar, libremente, ante la Dirección de la Escuela Judicial la aplicación de la conciliación. Asimismo, tales personas podrán ser convocadas oficiosamente por la Dirección de la Escuela Judicial cuando proceda la aplicación del citado mecanismo.

Artículo----: Órgano competente. La Dirección de la Escuela Judicial designará como órgano competente para intervenir como tercero parcial en la conducción del proceso conciliatorio a quien por turno corresponda entre el grupo de personas conciliadoras certificadas con que cuenta la Escuela Judicial.

Artículo ----: Personas intervinientes. En el procedimiento conciliatorio podrán participar la persona que solicita la apertura del proceso sancionatorio académico y la persona denunciada, quienes podrán conciliar también respecto de pretensiones patrimoniales relacionadas con los hechos objeto del mismo. 

Artículo ---:Criterios de admisibilidad y conciliabilidad. Los casos sometidos a conciliación deberán cumplir con los requisitos de admisibilidad y conciliabilidad. Los criterios de admisibilidad se refieren a los presupuestos jurídico-procesales para que un proceso sancionatorio académico sea susceptible de conciliación y los criterios de conciliabilidad están referidos a la necesaria voluntariedad de las partes para participar en el proceso; la ausencia de violencia o agresión y la ausencia de desbalances graves de poder. 

Artículo---: Principios de la conciliación. El órgano competente del proceso conciliatorio deberá velar por el cumplimiento de cada uno de los principios que rigen este instituto.

Los principios son los siguientes:

Libertad: Establece la necesidad de confirmar la voluntariedad de las partes para participar en la conciliación o para retirarse en el momento en que lo consideren de su conveniencia sin que esto les genere perjuicio alguno.

Confidencialidad: Obligación de mantener privacidad sobre las actuaciones de las partes durante el acto conciliatorio, las declaraciones verbales y los registros documentales.

Información: Obligación de quien concilia de explicar a las partes todo lo relacionado con el procedimiento de conciliación, sus ventajas, sus alcances y  las consecuencias del acuerdo conciliatorio.

Participación: Quien concilia tiene  el deber de depositar en las partes el contenido del acuerdo sin tener la posibilidad de sugerir posibilidades de solución limitando su actuación a la facilitación de la comunicación entre las partes para que a partir del diálogo, puedan construir una solución al conflicto.

Contextualidad: Todo lo que las partes pacten dentro del proceso de conciliación.

No violencia: No se someterán a conciliación aquellas causas en las que haya mediado violencia entre las partes. En este sentido se debe garantizar que las partes deben participar en la conciliación con pleno goce de sus facultades para negociar entre ellas en un plano de equidad.

Artículo ---: Marco ético. La conciliación debe realizarse atendiendo a los deberes éticos que exige el procedimiento de acuerdo con lo establecido en el artículo 13 de la Ley de Resolución Alternativa de Conflictos y  Promoción de la Paz Social. 

Artículo ----: Procedimiento de conciliación. El procedimiento de conciliación debe responder a criterios técnicos que permitan desarrollar un proceso de negociación asistida entre las partes. Para su implementación se deben cumplir al menos las siguientes etapas: 

Filtro: Se realizará una reunión previa con cada una de las partes para conocer su punto de vista sobre el conflicto, para valorar si el caso es conciliable y para prepararlas para la sesión conjunta.

Introducción: explicación a las partes sobre el objetivo de la conciliación, sus ventajas y los alcances del acuerdo. Se establecen las reglas del proceso, se explica el rol de la persona que va a conciliar así como el rol de cada una de las partes. Debe hacerse referencia a los deberes de imparcialidad y confidencialidad por parte de quien concilia.

Planteamiento de hechos y delimitación del conflicto: Se escucha el punto de vista de cada una de las partes. Se procederá a escuchar primero a una de las partes y luego a la otra. Al finalizar el relato de cada parte, se debe hacer un resumen de los puntos a discutirse dentro de la audiencia de conciliación que serán considerados como los ejes del conflicto.

Creación de opciones: se retomará cada uno de los ejes del conflicto y se les solicitará a las partes que mediante la técnica de lluvia de ideas, mencionen las posibles soluciones que consideren factibles de aplicar sobre cada eje en particular.

Negociación y toma de decisiones: Una vez finalizada la lluvia de ideas, se invitará a las partes a seleccionar aquellas soluciones que consideren que pueden resolver la controversia y se les invitará a que por medio del diálogo, traten de negociar aquella solución que responde a sus intereses.

Redacción del acuerdo: Se consignarán en un acta de manera específica, cada uno de los acuerdos que resuelven la controversia. El acuerdo conciliatorio debe cumplir con todos los requisitos de formalidad y legalidad que establece el artículo 12 de la Ley de Resolución Alternativa de Conflictos y  Promoción de la Paz Social.

Artículo ---: Cantidad de audiencias. Puede desarrollarse una o varias sesiones de conciliación, según lo requiera la causa que se está tramitando.

Artículo---: Sobre la no concurrencia a la conciliación. Si las partes no concurren a la conciliación, se dará por terminada la audiencia y la causa continuará su trámite ordinario, excepto que las partes justifiquen debidamente su inasistencia dentro de los 3 días hábiles posteriores a la fecha señalada para la realización de la audiencia conciliatoria. 

Artículo---.-  Formas de terminación de la audiencia de conciliación.-  El proceso de conciliación terminará por las siguientes razones:

d) Por la firma de un acuerdo conciliatorio

di) Por la no comparecencia de las partes a las audiencias.

dii) Por la manifestación de  alguna de las partes de no querer continuar con el proceso de conciliación.

diii) Por la constancia del/la conciliador/a judicial que indique que el caso no es conciliable.

Artículo---.-  Suspensión de la prescripción.-  La suspensión de la prescripción de la acción para investigar las faltas académicas se mantendrá a partir de la solicitud de aplicación del procedimiento conciliatorio, o bien, cuando habiendo sido oficiosamente convocadas, las partes expresen su interés en que se aplique dicho mecanismo y hasta que se dé por terminada la audiencia de conciliación en los supuestos b), c) y d) del artículo anterior. Igual efecto se producirá durante el lapso que sea requerido para que el acuerdo conciliatorio sea cumplido.

Artículo….- Finalización del régimen disciplinario por conciliación. El acuerdo conciliatorio cumplido da por finalizado el procedimiento sancionatorio académico, salvo que dicho acuerdo hubiere sido parcial, en cuyo caso el proceso disciplinario continuará su curso respecto de los hechos no conciliados. Contra la finalización del procedimiento sancionatorio por conciliación no cabe recurso alguno.
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Se dió una amplia discusión del articulado propuesto del anterior Reglamento y se definió que deberá simplificarse el diagrama de flujo del procedimiento a seguir. Se ajusto la redacción y se aprobarón los primeros siete artículos del proyecto.  En una siguiente sesión, se conocerá el artículado restante.


Por consiguiente, se le solicitó al Lic. Gustavo Céspedes Chinchilla, gestor de capacitación de la Escuela, que a partir del artículo 8, revise el proyecto e incorpore los cambios necesarios para adecuarse al esquema simplificado anterior. Deberá remitir una nueva versión a las Unidades de Capacitación, para su conocimiento y observaciones ante la Escuela Judicial, para la aprobación del documento final en la próxima sesión el Consejo Directivo.
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SE ACUERDA: Aprobar los artículos del “1 al 7” del "REGLAMENTO SANCIONATORIO ACADÉMICO DEL PODER JUDICIAL".  Asimismo, se designa al Lic. Gustavo Céspedes Chinchilla, gestor de capacitación de la Escuela, para que a partir del artículo 8, revise el proyecto e incorpore los cambios necesarios para adecuarse al esquema simplificado anterior. Deberá remitir una nueva versión a las Unidades de Capacitación, para su conocimiento y observaciones ante la Escuela Judicial, para la aprobación definitiva del Consejo Directivo en su próxima sesión.
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ARTÍCULO III

Se sometió a consideración el siguiente documento, cuya presentación estaba a cargo de la M.Sc. Marisol Barboza Rodríguez, especialista en métodos de enseñanza:

Propuesta de Enfoque pedagógico de la Escuela Judicial 

hacia las Unidades de Capacitación.


La Escuela Judicial está destinada a la formación y capacitación de juezas y jueces, letradas y letrados, así como del personal auxiliar de los despachos judiciales.  Asimismo, el Poder Judicial cuenta con unidades especializadas de capacitación en la Defensa Pública, el Ministerio Público, el Departamento de Gestión Humana y el Organismo de Investigación Judicial. Cada una de tales unidades es responsable de atender la formación y capacitación de sus respectivas poblaciones meta. 


En ese contexto, a la Escuela Judicial cabe la responsabilidad de servir como órgano rector de la capacitación aplicada por cada una de las unidades creadas para estos fines. Lo hace a través de su Consejo Directivo, conformado por representantes del sector jurisdiccional y de todas las unidades especializadas de capacitación.


En este sentido es imprescindible tomar en cuenta lo que señala el artículo 1 de la Ley de creación de la Escuela Judicial (1981):

Artículo 1.-  La Escuela Judicial es un órgano del Poder Judicial, dependiente del Consejo de la Judicatura, que tiene como objetivo proporcionar formación, capacitación e investigación integral, especializada y de alta calidad a los(as) servidores(as) judiciales y a las personas que aspiren a ingresar al Poder Judicial, de conformidad con los procesos de selección establecidos.

Asimismo es el órgano rector de las políticas de formación y capacitación de los distintos sectores que integran el Poder Judicial.


La rectoría de la Escuela judicial  en relación con las Unidades de Capacitación le permite dictar políticas de capacitación, de certificación, de evaluación, de metodología, entre otras;  destinadas a producir procesos uniformes y compatibles con los valores y objetivos institucionales, así como garantizar la calidad de los esfuerzos de formación y capacitación en todo el Poder Judicial. 


La Escuela Judicial, además, brinda apoyo a las Unidades de Capacitación a través del Área de Servicios Técnicos, a cargo de desarrollar los recursos didácticos necesarios para apoyar los procesos de capacitación, para lo cual se brinda entre otros, los servicios de revisión filológica, producción multimedia y producción audiovisual.


Esto se evidencia en lo que establece la visión y misión  de la Escuela Judicial y que expresan lo siguiente:

Visión: Ser una organización consolidada y reconocida en la formación, capacitación e investigación, tanto a nivel nacional e internacional, que contribuya con la excelencia en la administración de justicia.

Misión: Brindar un servicio de calidad, mediante el trabajo interdisciplinario eficiente y eficaz, que contribuya con la optimización de la administración de la  justicia. 


De esta forma y debido a la naturaleza de los programas que ofrecen tanto la Escuela Judicial como las distintas Unidades de Capacitación y la población a la que los dirigen, se ha considerado pertinente organizarlos y establecer un enfoque pedagógico que oriente el proceso educativo, que considere las competencias humanas, intelectuales y laborales de estas personas.


Es importante anotar que el enfoque pedagógico influye en la forma de planear, organizar, desarrollar y evaluar el currículo educativo en sus diferentes componentes: propósitos, contenidos, secuencia, métodos, recursos didácticos y evaluación; ya que cada enfoque tiene su forma particular de abordar cada uno de los componentes del currículo y de dar respuesta a las preguntas: ¿para qué enseñar?, ¿qué enseñar?, ¿cuándo enseñar?, ¿con qué enseñar? y  ¿cómo evaluar?, lo cual hace característico un estilo de enseñanza-aprendizaje. En el caso del trabajo que desempeñan la Escuela Judicial y las Unidades de Capacitación se hace una propuesta basada en el enfoque por competencias.


El enfoque pedagógico por competencias conjunta la teoría y la práctica, el ser con el saber y con el hacer. Busca desarrollar los atributos de la persona para su aplicación de manera óptima e inteligente, en el desempeño de su función, donde el saber hacer implica la  integridad de la ocupación y del sistema de organización del trabajo, articula la teoría y la práctica y la relaciona con la experiencia individual de aprendizaje, con la situación grupal y con el desempeño laboral. 


Este enfoque emplea de forma armoniosa el método constructivista como su herramienta esencial, ya que aporta aspectos como un contexto que facilita interpretar los procesos de aprendizaje, así como las necesidades y posibilidades de formación de las personas participantes. .Además, da importancia a la interacción entre las personas y la relación de éstas y su entorno, lo que se fortalece mediante el trabajo colaborativo y cooperativo, que permite el intercambio de opiniones y visiones de los aspectos que se tratan, dinámica que impulsa la autoreflexión y la autocrítica, que contribuye con el propio aprendizaje.


En este enfoque se parte de la premisa de que el centro de la acción educativa es la persona participante y su papel dentro de cada actividad académica es esencialmente activo, tomando en consideración sus conocimientos, experiencia y motivaciones previas, por lo que la persona facilitadora guía y sustenta el proceso, pero no se queda con el protagonismo, por el contrario, genera y facilita el de la persona participante.

 Apuntes teóricos  de los enfoques por Competencias Profesionales 

y Constructivista Social y su relación con el proceso de capacitación.

El enfoque  por Competencias Profesionales


La necesidad de definir, impulsar y alcanzar competencias específicas para el desempeño eficiente y efectivo en una labor determinada; permite la creación de situaciones interactivas de aprendizaje, donde se presenta la expresión reflexiva, crítica, vivencial y creativa; en la cual es importante la observación de los desempeños y los progresos en su proceso contextual correspondiente.


Las múltiples transformaciones que han tenido lugar en el mundo a lo largo de las últimas décadas han provocado cambios fundamentales en las condiciones de vida de las sociedades. Las modificaciones en la esfera de la producción, el desarrollo científico y tecnológico, la globalización, el valor del conocimiento, expresan procesos sumamente complejos que generan tendencias diversas. La educación y la capacitación profesional no han sido la excepción ya que también están experimentando cambios importantes.


Entre los factores que han producido este ambiente de cambio se incluyen la toma de conciencia de los retos que implica una economía globalizada y la competencia internacional. Entre los requisitos para lograr una economía que responda a las exigencias mundiales se incluye una fuerza laboral calificada y flexible, que se caracterice por una gran productividad y por la capacidad de satisfacer las necesidades de un mercado en proceso de cambio.  De este modo se presenta la necesidad de “relacionar de una manera más efectiva la educación con el mundo del trabajo, lo que conduce al sector oficial a promover la implementación de las opciones educativas basadas en los denominados modelos por competencias” (Huerta, 2000), por lo que se plantea como de mayor relevancia poseer competencias para la solución de problemas específicos que tener una preparación en lo abstracto sin la posibilidad de contar con expectativas para solucionarlos.


Existen diferentes aproximaciones conceptuales respecto al tema de las competencias. Un concepto generalmente aceptado la define como una capacidad efectiva para llevar a cabo exitosamente una actividad plenamente identificada, y debe tener claro que la competencia no es una probabilidad de éxito en la ejecución de un trabajo; sino que es una capacidad real y demostrada en la ejecución de ese trabajo.  Por tanto, “en un sistema basado en competencias, las bases deben ser normas explicitas y mensurables del desempeño que se basan en el resultado y reflejan las expectativas reales del desempeño, en una función del trabajo” (Fletcher, 2000).


El trabajo que se propone realizar en la Escuela Judicial  y en las Unidades de Capacitación es partir del enfoque de las “competencias profesionales”, que se definen  como las respuestas profesionales que una persona da a los requerimientos de su puesto de trabajo. Por lo que incluye de forma integral las características personales, la  experiencia previa, los conocimientos, habilidades, destrezas, valores y actitudes, que evidencia  esta persona en su desempeño laboral.


Esta es la base conceptual en la que la competencia profesional permite a la persona  funcionaria del Poder Judicial, enfrentar diversas situaciones propias de su campo laboral  logrando un desempeño idóneo; para lo cual es clave que pueda coordinar las habilidades y destrezas buscando recombinar éstas así como las actitudes y conocimientos previos, llevándole a desaprender, para reaprender y de esta forma tratar con situaciones nuevas,  por lo que se trata de programas diseñados, ejecutados y evaluados por competencias.


Este enfoque de competencias profesionales en el ámbito educativo, se presenta con el propósito de optimizar la preparación profesional en distintas disciplinas, para que la incorporación al ambiente laboral sea consecuente con las necesidades que se presentan, las cuales son identificadas mediante estudios e investigaciones; considerando así que la competencia se refiere a las funciones, tareas y roles de un profesional, que le permiten desarrollar de forma idónea su puesto de trabajo y que son resultado y objeto de un proceso de capacitación y cualificación que señala que la persona “es capaz de” o “está capacitada para”.


Es preciso aclarar que las competencias sólo son identificables en la acción; no son reducibles ni al saber, ni al saber-hacer, pues poseer unas capacidades no significa ser competente, por cuanto la competencia no reside en las capacidades, sino en el empleo adecuado de estas, es lograr trasladarse del saber a la acción, es una reconstrucción de las capacidades adquiridas mediante un proceso educativo, y su aplicación contextualizada en una función o tarea, razón que justifica el que se señale que se trata de “un proceso con valor añadido”(Le Boterf, 1994), donde se pone en práctica-acción el conocimiento, el saber hacer y el ser. 


Por ello, en este proceso debe agregarse el contexto, punto clave en la definición, debido a que no puede separarse de las condiciones específicas en las que se evidencia, de  ahí que como lo plantea Tejada Fernández, “las competencias apuntan en la dirección del análisis y solución de problemas en un contexto particular en el que a partir de dicho análisis ( y para el mismo) se movilizan pertinentemente todos los recursos (saberes) que dispone el individuo para resolver eficazmente el problema dado.”(Tejada, 1999) . De esta manera, la competencia sólo puede ser expresada mediante prácticas sociales contextualmente definidas relacionadas con las reglas y expectativas derivadas del propio contexto. Se trata de prácticas que versan sobre las situaciones particulares del desempeño laboral y que responden a este, en ellas se debe evidenciar los saberes, los haceres y los seres.


Ello no supone necesariamente que cada contexto exija una competencia particular, sino que la propia situación demanda una respuesta contextualizada. De esta forma, de las capacidades disponibles de la persona, sean cognitivas, procedimentales o actitudinales, en una acción combinada de ellas puede, gracias a la flexibilidad y adaptabilidad, obtener la solución o respuesta apropiada para la situación a la que se enfrenta, lo que conduce a la noción de competencia relacional, la que reúne factores de las habilidades de las personas y las tareas que tienen en determinadas situaciones.


Estos aspectos conforman el enfoque holístico por cuanto integra y relaciona atributos y tareas, permite que ocurran varias acciones simultáneamente y toma en cuenta el contexto y la cultura del lugar de trabajo en el cual ocurre la acción; así como las valores y actitudes de quien actúa, relacionando  el accionar con el desempeño real. 


El modelo de competencias profesionales integrales establece tres niveles, las competencias básicas, las genéricas y las específicas, cuyo rango de generalidad va de lo universal a lo particular. Las competencias básicas son las capacidades intelectuales indispensables para el aprendizaje de una profesión;  las genéricas son la base común de la profesión o se refieren a las situaciones concretas de la práctica profesional que requieren de respuestas complejas. Por último, las competencias específicas  son la base particular del ejercicio profesional y están vinculadas a condiciones específicas de ejecución.

Los componentes de las competencias


El análisis funcional es la base para la elaboración de las normas de competencia “Una norma de competencia es una expectativa de desempeño en el lugar de trabajo contra la cual es posible comparar un comportamiento observado” (Morfín: 2005: 91), de esta forma se puede afirmar que la norma es un modelo que permite establecer si un profesional es competente o no, constituye un lenguaje común para vincular la capacitación y el perfil que se tiene como objetivo, y permite además la integración de las diversas formas de aprendizaje.  Se trata de un sistema objetivo, independiente y universalmente aplicable ya que  provee un estándar uniforme que permite evaluar fácilmente las competencias obtenidas por las personas.


La integración de una noma de competencia es a su vez la base para la elaboración de los currículos de formación y sus componentes expresan la calidad con la que debe lograrse el perfil que se propone, de esta forma permea los objetivos de aprendizaje, las estrategias y los productos que se solicitan como evidencia de su desempeño, los que están integrados por los conocimientos, la aplicación adecuada de estos y las actitudes requeridos en la competencia definida de acuerdo al puesto que se trate.


Para que esto sea efectivo se señala la importancia de efectuar una investigación diagnóstica de las necesidades de capacitación tanto de la Escuela Judicial como de cada una de las Unidades de Capacitación que sustenten los diversos procesos que se generan.


Desde esta perspectiva, la propuesta del enfoque por competencias al considerar que todo ser humano tiene un gran potencial susceptible de ser desarrollado cuando muestra interés por aprender y que se sustenta en los cuatro pilares para la educación que propone Delors (UNESCO, 1998), el aprender a conocer, aprender a hacer, aprender a convivir y aprender a ser, permitirá que el proceso de capacitación que se efectúe en la Escuela Judicial y en las Unidades de Capacitación se dirijan precisamente hacia el  desarrollo de estos pilares, mismos que expresan lo que la persona logra dominar y demostrar en distintos desempeños al final de una experiencia de aprendizaje,  mediante los dominios de aprendizaje que se refieren al desenvolvimiento de las capacidades en las que intervienen los contenidos, como conjunto de saberes que configuran las áreas curriculares, los haceres y los seres. Se trata por tanto de tres grandes dominios a demostrar:

Dominio Cognoscitivo que se refiere al aprender a conocer, aprender a aprender, ejercitando la atención, la memoria y el pensamiento.

Dominio Procedimental que se dirige hacia el  aprender a hacer a fin de adquirir no sólo una calificación profesional sino, más generalmente, una competencia que capacite al individuo para hacer frente a gran número de situaciones y a trabajar en equipo aplicando los conocimientos.

Dominio Actitudinal referido al aprender a convivir, a ser, desarrollando la comprensión hacia la otra persona y la percepción de las formas de interdependencia  en las que se respetan los valores de pluralismo, comprensión mutua y paz.

Al lado de estos dominios se encuentran el ámbito de desempeño, así como los criterios de desempeño; aspectos que conforman igualmente los componentes de las competencias y que se refieren a la actuación de la persona dentro de un puesto laboral determinado. Si se toma la definición de criterio de desempeño empleado por Ana M. Catalano (2004) como los “juicios de valor (relativos a la seguridad en el trabajo, al cuidado del medio ambiente, a la calidad y a la productividad) que orientan el accionar de la persona trabajadora  en su situación concreta de trabajo” (Catalano, 2004:219), se puede afirmar que los criterios de desempeño establecen las condiciones que permiten verificar el desempeño idóneo de la competencia, aspectos que guiarán la evaluación en el proceso educativo que se defina; mientras que el ámbito de desempeño describe los diferentes entornos profesionales en los cuales se pondrá a prueba las competencias, señalando las condiciones en que estas se desarrollan y su aplicación.

El  enfoque Constructivista Social


El constructivismo como corriente pedagógica surge sobre el principio de que es la persona participante de una actividad académica quien, a partir de sus conocimientos previos y mediante la interacción con el medio,  logra construir su propia visión del mundo, su interpretación y generar esquemas cada vez más elaborados.


Fundamentado en los razonamientos de Lev Vigotsky, el construtivismo social, considera  la interacción social como un pilar fundamental en el proceso enseñanza- aprendizaje, señala que la persona se ajusta al contexto y a las condiciones en las que se desenvuelve, ahí se da la interacción con los objetos, las otras personas y el yo, se establece la relación entre el individuo y su medio a través de actividades de colaboración para las que requiere de una estructuración de su actividad mental que le permita diferenciar las acciones conscientes, no conscientes, generales, particulares, concretas y abstractas. Se determina el “saber hacer” desde la aplicabilidad y la transferibilidad de los conocimientos y habilidades, pues el sujeto posee independencia cognoscitiva que se traduce en dominio de las habilidades profesionales explícitas del currículo particular, en la orientación, regulación, asimilación, organización y apropiación de los diferentes procesos. Por estas particularidades, este enfoque sugiere el empleo de didácticas específicas, planeadas por etapas y dirigidas hacia una enseñanza colaborativa y desarrolladora. 


Estos aspectos se encuentran en concordancia con los aspectos que enuncia el enfoque por competencias como esenciales, a saber, el trabajo colaborativo y cooperativo en escenarios concretos y que respondan a la realidad, la interacción social y el contextualizar cada situación y circunstancia por analizar; esta es la razón por lo que el método constructivista es su aliado idóneo por cuanto facilita  conceptos y estrategias o métodos asociados tales como el aprendizaje significativo, el método de resolución de casos y el método de proyectos, que se constituyen en fundamento importante para el logro de los objetivos dentro de un enfoque cuyo eje central se encuentra en la persona participante.


Desde esta perspectiva el proceso enseñanza-aprendizaje parte del estudiante, en quien se potencia mediante la actividad social de producción y de construcción del conocimiento por medio de la crítica, la argumentación y la confrontación, razón por la cual es de gran importancia el contexto y la enseñanza colaborativa. 


Además, se debe tener en cuenta que el currículo a implementar debe ser flexible, cambiante de acuerdo  con las exigencias y requerimientos del medio y de la población a la que se dirige; debe ser participativo, teórico-práctico, que enfatice las habilidades cognitivas, de interacción y de comunicación; que considere la interdisciplinariedad y el carácter investigativo, ya que se busca que las personas sean problematizadoras y propositivas, que construyan, investiguen, produzcan, recopilen, confronten, critiquen e indaguen por medio de técnicas que dinamicen la unidad dialéctica enseñanza-aprendizaje.


Se proponen métodos didácticos como los  etnográficos, que consideran tanto lo inductivo como lo deductivo y vinculan las distintas categorías que se generen para que permitan la construcción y enumeración de situaciones considerando tanto lo subjetivo como lo objetivo, buscando relaciones causales con el uso de procedimientos, técnicas y exposiciones con métodos eclécticos.  Se trata de métodos heurísticos y holísticos, entendiendo por estos que se dirijan a ser integrales y facilitadores de la innovación constante y creativa, que permitan solucionar una situación particular, así como que procuren la capacidad de entender los eventos desde el punto de vista de las múltiples interacciones que los caracterizan; orientándose hacia una comprensión contextual de los procesos, de los actores y de sus situaciones. Se trata de métodos que faciliten la interacción entre el saber, el saber-hacer y el ser.

A manera de conclusión.


En conclusión el enfoque pedagógico en la Escuela Judicial y en las Unidades de Capacitación se dirige hacia la integración de los conocimientos, los procesos cognoscitivos, las destrezas, las habilidades, los valores y las actitudes en el desempeño ante actividades y problemas, hacia la construcción de los programas de formación acordes con los requerimientos disciplinares, investigativos, profesionales, sociales, ambientales y laborales del contexto, orientados por  estándares e indicadores de calidad en todos sus procesos. La meta es por tanto, la formación por competencias, que busca la calidad e idoneidad en el desempeño laboral y profesional de la persona, el protagonismo de quienes participan en las diversas actividades académicas, la orientación de la enseñanza a partir de los procesos de aprendizaje y contextualización de la formación, y por ello toma como compañero de viaje el método constructivista.


Para la concreción de estos aspectos curriculares que se proponen, es importante iniciar a partir de la determinación de las necesidades de capacitación de las diversas poblaciones que se atienden tanto en la Escuela Judicial como en las diferentes Unidades de Capacitación, esto  mediante investigaciones diagnósticas que señalen las áreas de formación que deben ser incluidas en los programas de capacitación, asimismo,  los tópicos prioritarios que deben ser traducidos en ejes curriculares esenciales que  permitan ejercer adecuadamente las labores cotidianas en consonancia con los principios y garantías del Estado Social y Democrático de Derecho que representa el Poder Judicial,  acorde con sus directrices y ejes transversales. 


En este sentido es imprescindible efectuar el diagnóstico de necesidades, que toma como fundamento las funciones que se cumple en el puesto determinado de la población en estudio y que dentro del enfoque se denominan unidades de competencia, así como las tareas que se deben realizar en el puesto en mención, que hace referencia a los elementos de competencias. Se disgregan de estos componentes las habilidades, destrezas, conocimientos, valores y actitudes que conforman el perfil profesional idóneo para el ejercicio de esta función.


De esta forma el perfil profesional es prioritario para la implementación de un proceso de capacitación bajo el enfoque por competencias ya que define la ocupación, la competencia general de la ocupación, sus unidades de competencia, las realizaciones profesionales o tareas (elementos de competencia), los criterios de ejecución y las capacidades profesionales que se requieren, aspectos que se transforman en los insumos para establecer el diseño curricular adecuado. 


Es importante en este sentido retomar que el diseño curricular consiste en la concepción de la oferta formativa que debe propiciar el desarrollo de las competencias que conforman el perfil profesional, por lo que se trata de una comunicación en doble vía, pues se trata de informaciones del mundo del trabajo que se dirigen al mundo de la educación, traduciendo pedagógicamente las competencias del perfil profesional, que pretenden la aplicación de los conocimientos, habilidades y valores para realizar las funciones en situaciones de trabajo en los niveles requeridos por las actividades propias de la función, ello con una metodología con sentido crítico, que abarque aspectos sociales, culturales y actitudinales que amplían las capacidades de las personas posibilitando su actuar con un desempeño idóneo, aspectos que direccionan el quehacer de la Escuela Judicial y de las Unidades de Capacitación, considerando en ello sus diferenciaciones.

Particularidades de la Unidades de Capacitación y de la Escuela Judicial.


Al enunciarse como propósito tanto de la Escuela Judicial como de las Unidades de Capacitación la formación, capacitación e investigación a nivel nacional e internacional, que contribuya con la excelencia en la administración de justicia,  es relevante tomar en cuenta sus particularidades en este proceso, ya que esto hace que tenga un matiz diferente en cada instancia.


La primera diferencia se encuentra en la población hacia la que dirigen sus actividades capacitadoras, con lo que abarcan distintas funciones y tareas, de donde se desprende la importancia de iniciar el proceso en el diagnóstico de necesidades de capacitación.


Una segunda diferencia la presenta la Unidad de Capacitación de Gestión Humana, quien considera que un enfoque por competencias y la implementación de un modelo pedagógico constructivista y socioconstructivista es una iniciativa muy acertada. Sin embargo las actividades académicas que atiende se trata de cursos virtuales, de auto-aprendizaje, y estos requieren sustentarse en un modelo de Diseño Instruccional más que en Diseño Curricular; ya que el primero se adecúa a sus  necesidades y posibilidades -recursos humanos, económicos y técnicos-, por lo que se emplea una propuesta de enfoque pedagógico específico para e-learning. 


Es importante en este sentido retomar que el enfoque pedagógico que se propone   busca conglomerar los diferentes métodos de enseñanza, junto a sus distintas estrategias y técnicas, en la búsqueda de una capacitación acorde con las necesidades que se evidencien en la administración de justicia.


Por tanto, en los procesos de formación, capacitación e investigación que lleva a cabo tanto la Escuela Judicial como las Unidades de Capacitación se tendrá como enfoque pedagógico el de competencias  aunado al método constructivista en su diseño e implementación, tomando en cuenta para ello sus particularidades. El enfoque pedagógico influye en la forma de planear, organizar, desarrollar y evaluar el currículo educativo en sus diferentes componentes a saber: propósitos, contenidos, secuencia, estrategias didácticas, recursos didácticos y evaluación. 
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SE ACUERDA: Trasladar nuevamente a todas las Unidades de Capacitación y miembros jueces de este Consejo Directivo, el documento denominado “Enfoque Pedagógico de las Actividades Académicas de la Escuela Judicial”, para que cada uno y una lo analicen en conjunto con la M.Sc. Marisol Barboza Rodríguez, profesional en Métodos de Enseñanza de la  Escuela Judicial y tomando este como base, generen un documento de consenso para la aprobación definitiva de este Consejo. ACUERDO FIRME.

Agregar Manifestación del representante del O.I.J.
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ARTÍCULO IV

Por último este Consejo compartió un almuerzo con las y los funcionarios de la Escuela Judicial del Paraguay: Lic. Carmelo Mancuello,  administrador, Lic. Isabelino Galeano, coordinador académico, Abg. Lorena Morinigo vice-secretaría general, Abg. Nathalie Alvarez, secretaria general, quienes participan en una pasantía en la Escuela Judicial Costarricense.  Se les extendió la bienvenida y se les brindó una explicación general sobre los objetivos de nuestra Escuela. 
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Se levanta la sesión a las doce horas, cincuenta minutos.

Mag. Ana Virginia Calzada Miranda                                   Dr. Marvin Carvajal Pérez

                 PRESIDENTA                                                DIRECTOR ESCUELA JUDICIAL
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